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Resumen: El modelo de la política de “guerra contra las drogas” plantea el dilema de establecer 
si los daños asociados con sus estrategias represivas contribuyen a reducir el daño causado 
por las drogas o si, por el contrario, se suman para agravarlos. Una política equilibrada implica 
hallar un balance entre la protección de la salud pública frente a los daños representados por 
la toxicomanía y, por otra parte, el control de los perjuicios sociales relacionados con medidas 
represivas extremas. El objetivo debe ser el establecimiento de un sistema que efectivamente 
contribuya a proteger integralmente el bienestar de la persona y la sociedad a través de con-
troles apropiados sobre sustancias potencialmente dañinas, y simultáneamente fijar límites 
claros para garantizar los derechos humanos de quienes se encuentran en roles que deben 
ser controlados, como es el caso de consumidores, cultivadores y quienes dependen para su 
subsistencia del expendio de estas drogas.
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Abstract: The model policy of “war on drugs” raises the question of establishing whether the 
harms associated with repressive strategies help to reduce the harm caused by drugs or if, 
conversely, are added together to aggravate. A balanced policy involves finding a balance be-
tween protecting public health from damage represented by drug and, moreover, control of 
the social damage associated with extreme repressive measures. The aim should be to estab-
lish a system that actually contribute to fully protect the welfare of the individual and society 
through appropriate controls on potentially harmful substances, and simultaneously set clear 
boundaries to ensure human rights of those in roles that must be controlled, such as consum-
ers, growers and those who depend for their livelihood of dispensing of these drugs.
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en marzo de 2011 se cumplirán 5 décadas desde que la Convención 
Única sobre estupefacientes de 1961 se abrió para la suscripción y 
ratificación internacional. resultado de un consenso global en reem-
plazo de nueve tratados vigentes hasta entonces1, la Convención es-
tableció un sistema universal de fiscalización del cultivo, fabricación, 
exportación, importación, distribución, comercio y posesión de sus-
tancias psicoactivas asociadas a la adormidera o amapola (Papaver 
somniferum), la hoja de coca (Erythroxylum coca), y el cáñamo índico o 
mariguana (Cannabis sativa)2. Luego de la enmienda por el protocolo 

1 entre ellos: 1) La Convención internacional del opio, firmada en La haya el 23 de 
enero de 1912; 2) el Acuerdo concerniente a la fabricación, el comercio interior 
y el uso de opio preparado, firmado en ginebra el 11 de febrero de 1925; 3) La 
Convención internacional del opio, firmada en ginebra el 19 de febrero de 1925; 
4) La Convención para limitar la fabricación y reglamentar la distribución de es-
tupefacientes, firmada en ginebra el 13 de julio de 1931; 5) el Acuerdo para la su-
presión del hábito de fumar opio en el Lejano oriente, firmado en Bangkok el 27 
de noviembre de 1931; 6) La Convención para la Supresión del tráfico ilícito de 
drogas Peligrosas de ginebra del 26 de junio de 1936; 7) el Protocolo firmado en 
Lake Success (Nueva York) el 11 de diciembre de 1946, que modifica los acuerdos, 
convenciones y protocolos sobre estupefacientes concertados en La Haya el 23 
de enero de 1912, en ginebra el 11 de febrero de 1925, el 19 de febrero de 1925 y 
el 13 de julio de 1931, en Bangkok el 27 de noviembre de 1931 y en ginebra el 26 
de junio de 1936; 8) el Protocolo firmado en París el 19 de noviembre de 1948, 
que somete a fiscalización internacional ciertas drogas no comprendidas en la 
Convención del 13 de julio de 1931 para limitar la fabricación y reglamentar la 
distribución de estupefacientes; 9) el Protocolo para limitar y regular el cultivo 
de la adormidera, la producción, el comercio internacional al por mayor y el uso 
del opio, firmado el 23 de junio de 1953 en Nueva York.

2 El cultivo y comercio masivo de estas plantas y sus derivados se originó durante 
los tres últimos siglos del milenio pasado como consecuencia de su apropiación 
como fuente de rentas fiscales para financiar las administraciones coloniales 
implantadas por las potencias europeas. De la amapola (Papaver somniferum), 
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de 1972, más de 100 sustancias distribuidas en cuatro listas, cada una 
con un régimen de control distinto, quedaron consignadas bajo el ré-
gimen de fiscalización implantado por la Convención Única de 1961. 

Con la diversificación e incremento que se registró durante las dé-
cadas de los 60 y 70 en el consumo de drogas sintéticas, entre ellas, los 
estimulantes del sistema nervioso central como las metanfetaminas 
y alucinógenos como el éxtasis, las triptaminas semi-sintéticas como 
mezcalina y lsd, los opiáceos sintéticos como la metadona, y sedantes 
como la metacualona, en 1971 se abrió a suscripción la Convención 
sobre Sustancias psicotrópicas para someter a control otro centenar 
de sustancias sintéticas con medidas destinadas a prevenir el desvío 
de productos lícitos hacia mercados y usos ilícitos. 

A finales de la siguiente década, en 1988, se suscribió la Convención 
sobre tráfico ilícito de drogas Narcóticas y Sustancias Psicotrópicas, 
con el propósito de integrar otras medidas para combatir el tráfico de 
drogas, entre ellas, el control del lavado de dinero y la desviación de 
precursores químicos utilizados en la fabricación de drogas ilícitas. 
Como resultado de estas tres convenciones internacionales, hay es-
tablecido hoy un mecanismo internacional de alcance prácticamente 
universal3 que armoniza enfoques en torno al control de estupefacien-
tes y se traduce en legislaciones nacionales casi idénticas a lo largo y 
ancho del mundo en relación con:

– Los regímenes de control aplicables a las sustancias y drogas fis-
calizadas y precursores químicos utilizados en su fabricación, y

extensamente cultivada en India e Indonesia bajo las administraciones colonia-
les de Inglaterra y Francia, provienen los derivados opiáceos, mientras que del 
arbusto de la coca (Erythroxylum coca), cultivada ancestralmente en los países 
andinos de América del Sur desde tiempos precolombinos, cuya hoja fue fre-
cuentemente utilizada durante la Colonia en muchos lugares como medio de 
pago de mano de obra, proviene la cocaína. Del cáñamo índico (Cannabis sativa) 
que los españoles y británicos intentaron introducir sin mucho éxito en la Nueva 
granada, Nueva españa y Jamaica, y cuyo consumo tradicional en Marruecos y 
túnez fue regulado y explotado fiscalmente por las autoridades coloniales fran-
cesas, se derivan la mariguana y el hachís. Ver fournier (2002). 

3 Los estados que han registrado la ratificación de la Convención de 1961 ascien-
den a 179. La Convención de 1971 ha sido ratificada por 174 estados y la de 
1988, por 168. 
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– La obligación de los estados firmantes de establecer y mantener 
infraestructuras institucionales a cargo de la clasificación y aplicación 
de controles establecidos para el comercio y uso lícito de sustancias 
y precursores fiscalizados; prevenir, tratar y rehabilitar la drogode-
pendencia; penalizar y sancionar como delitos graves el tráfico de 
estupefacientes y conductas punibles asociadas (lavado de dinero y 
tráfico de precursores); criminalizar la posesión, compra o cultivo de 
drogas para consumo personal para el cual, como alternativa o adi-
cionalmente a la judicialización y sanción, puede ofrecerse la reha-
bilitación; y brindar cooperación internacional a otros países en los 
casos judiciales más graves, incluyendo en ciertos casos la extradición 
(Leroy, B. 2003, pp. 7 a 14).

Ante los resultados ambiguos obtenidos después de décadas de 
aplicación radical del enfoque prohibicionista consignado en las con-
venciones referidas, como se verá más adelante en este texto, diversos 
países han optado por experimentar con diferentes políticas domés-
ticas en busca de enfoques más consistentes para alcanzar los resul-
tados buscados. Así han emergido propuestas como la reducción de 
daño a través de programas de distribución de jeringas estériles entre 
usuarios drogodependientes para prevenir el contagio de enfermeda-
des como el vih y la Hepatitis C, la despenalización del uso de mari-
guana y la despenalización de los cultivadores de especies incluidas 
en las listas de régimen controlado establecidas por la Convención 
Única de 1961 y el Protocolo de 1972, para así permitir la vinculación 
de estos productores a programas de sustitución y desarrollo alterna-
tivo (transnational institute, 2002).

A escala mundial hay sectores que consideran estas propuestas 
como intentos desleales de minar la política de fiscalización y repre-
sión consagrada en las referidas convenciones internacionales. La ten-
sión ha llevado a que las complejidades del asunto se hayan reducido 
a un debate que algunos caricaturizan como un diferendo entre los 
“defensores de la humanidad frente al flagelo de las drogas” y quienes 
abogan por el “libertinaje de la autodestrucción”. 

Este artículo analiza la estructura y funcionamiento actual del sis-
tema de control internacional de fiscalización de drogas que opera 
en el marco de la Organización de las Naciones Unidas. Con base en 
este telón de fondo, caracteriza el estado actual de tensión y parálisis 
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imperante en las instancias funcionales que tienen a su cargo la ges-
tión y control de la política que orienta el sistema internacional de 
fiscalización de drogas. Concluye con algunas reflexiones basadas en 
la reciente declaración de la Comisión Latinoamericana sobre Drogas 
y Democracia, acerca del derrotero que debe seguir América Latina 
para influir en el debate global sobre drogas y la implementación de 
soluciones innovadoras para esta cuestión de tanta trascendencia 
para el desarrollo social y político de la región.

i. el sistema internacional de fiscalización
de drogas en el marco de la onu

La arquitectura institucional con la cual se gobierna hoy la fiscaliza-
ción internacional de drogas en el marco del Sistema de las Naciones 
Unidas se desarrolló formalmente a partir de la creación de la onu al 
finalizar la Segunda guerra Mundial. Muchos órganos fueron calcados 
de mecanismos de control del tráfico de drogas peligrosas estableci-
dos en el contexto de la Liga de las Naciones, en el período entre las 
dos guerras mundiales.

es el caso, por ejemplo, del Comité Asesor sobre el tráfico del opio 
y otras drogas Peligrosas, creado en 1920, precursor de la Comisión 
de Estupefacientes que actualmente funciona en el marco del Consejo 
Económico y Social de las Naciones Unidas. El Comité de Salud de 
la Liga, entre cuyas funciones estaba la de recomendar las plantas y 
derivados que deberían ser objeto de fiscalización internacional, es, 
por su parte, el antecesor inmediato de la Organización Mundial de la 
Salud. Mecanismos de control de reportes por país sobre inventarios, 
consumo y producción de materia prima y preparados elaborados 
con base en adormidera o amapola, coca y mariguana, que datan de la 
Convención internacional del opio de ginebra en 1925, inspiraron de-
sarrollos semejantes contemplados en la Convención Única de 1961. 
La Junta Central Permanente del opio, encargada de monitorear un 
sistema de certificación de importación para controlar el comercio in-
ternacional de drogas como medida para limitar la cantidad que cada 
país estaba autorizado para importar legalmente, es predecesora di-
recta de la Junta internacional de fiscalización de estupefacientes 
que hoy se encarga de monitorear la aplicación de las convenciones y 
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de administrar el sistema de control de estimativos y estadísticas que 
anualmente someten a su consideración los países signatarios4.

ii. el consejo económico y social y
la comisión de estupefacientes

Desde la promulgación de la Carta de la Naciones Unidas, la Asamblea 
General es el órgano político principal de la onu y de ésta dependen 
varios consejos responsables de diferentes temáticas, entre ellas, segu-
ridad, derechos humanos y asuntos económicos y sociales. El Consejo 
Económico y Social es responsable de las tareas relacionadas con di-
chos temas y dispone de cerca de una decena de comisiones funciona-
les para atender aspectos específicos de la política económica y social. 
Una de estas es la de estupefacientes, creada desde 1946 con la finali-
dad de actuar como la instancia principal de las Naciones Unidas para 
la formulación de política en temas relacionados con drogas.

La Comisión de estupefacientes está conformada por 53 represen-
tantes de Estados miembros suscriptores de la Convención Única de 
1961, elegidos por el Consejo económico y Social5. A su cargo estuvo 

4 Ver Sinha, J. (2001). “the history And development of the Leading international 
Drug Control Conventions”, documento preparado para el Comité Especial sobre 
drogas ilícitas del Senado Canadiense, en [www.parl.gc/37/1/parlbus/comm-
bus/senate/com-e/ille-e/library-e/history-e.htm]. Sinha refiere dos figuras 
prominentes que estuvieron al frente de la División de Narcóticos de Canadá y la 
oficina federal de Narcóticos de estados Unidos durante más de 30 años, el co-
ronel Charles henry Ludovic Sharman y harry J. Anslinger, respectivamen-
te. Ambos fueron clave para asegurar la continuidad orgánica y doctrinaria del 
sistema internacional de fiscalización de drogas después de la Segunda guerra 
Mundial, pues estuvieron muy involucrados en el desarrollo de la doctrina pro-
hibicionista y los mecanismos de control internacional que se consolidaron du-
rante la década de los 30 e incidieron decisivamente para que en el marco de la 
onu, los organismos encargados del control internacional de drogas estuvieran 
en manos de representantes de perfil policial y judicial de los estados miembros, 
en oposición a perfiles orientados hacia la salud pública o la política social.

5 La Comisión de Estupefacientes se integra con once representantes de Estados 
de África y Asia, respectivamente, diez de Estados de América Latina y el Caribe, 
seis de Estados de Europa Oriental, catorce de Europa Occidental y otros Estados, 
y un asiento que rota cada cuatro años entre Estados de Asia y América Latina y 
el Caribe. 
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la coordinación de la redacción y aprobación de las tres convenciones 
que regulan el sistema internacional de control de drogas, y monitorea 
permanentemente su desarrollo. brinda soporte técnico a los Estados 
miembros para el análisis de la situación global en materia de drogas, 
y está facultada, además, para conocer asuntos relacionados con el 
cumplimiento de los fines de estas convenciones, controla las listas 
de clasificación de sustancias sujetas a fiscalización internacional con 
base en recomendaciones de un Comité Experto de la Organización 
Mundial de la Salud, y tiene el mandato de proponer enmiendas, nue-
vos tratados o declaraciones en relación con el control internacional 
de drogas, por iniciativa propia o de cualquier Estado miembro. 

También funciona como instancia directiva que conoce y discu-
te los reportes anuales de la oficina de las Naciones Unidas contra 
las Drogas y el Delito –onudd– así como de la Junta internacional de 
Fiscalización de Estupefacientes –jife–. Finalmente, es la encargada 
de hacer seguimiento de las directrices fijadas por la xx sesión espe-
cial de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre el problema 
mundial de drogas, realizada en Nueva York en 1998, cuestión sobre 
la cual se ampliará más adelante. Como regla general, el procedimien-
to de la Comisión se basa estrictamente en decisiones de consenso6.

iii. La junta internacional de fiscalización
de estupefacientes –jife–

La Convención Única de 1961 creó la Junta internacional de 
Fiscalización de Estupefacientes como órgano independiente cuasi-
judicial con funciones de control internacional del cumplimiento de 
las convenciones sobre drogas. Este órgano se integró por prime-
ra vez en 1968 y está conformado por 13 miembros elegidos por el 
Consejo Económico y Social. Tres de ellos son elegidos de una lista 
nominada por la Organización Mundial de la Salud y los diez restantes 
de una lista nominada por los gobiernos de los Estados miembros. La 
jife fiscaliza la oferta legal de drogas controladas requeridas para uso 

6 Según ciertos autores, esta regla aplica desde cuando Estados Unidos perdió su 
poder de voto por no pagar las cuotas que adeuda como Estado miembro a la 
onu. de ser así, ello reflejaría el grado de influencia que ejerce estados Unidos 
sobre esta Comisión en particular. Cfr. transnational institute (2002, p. 6).
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científico y médico en los países suscriptores de la Convención Única 
por medio de un sistema de licenciamiento diseñado para evitar que 
la producción de fuentes lícitas se “filtre” hacía el tráfico ilícito. Así, 
por ejemplo, la Junta administra y verifica las previsiones de reque-
rimientos de morfina y heroína sometidos anualmente ante la misma 
por las autoridades competentes de cada país con destino a usos mé-
dicos y científicos, para licenciar internacionalmente cupos lícitos del 
cultivo de amapola y producción de estos derivados. Anualmente la 
jife publica un reporte sobre las nuevas tendencias y desarrollos en el 
control de drogas ilícitas, así como advertencias directas a los gobier-
nos de aquellos países que la Junta considera que no están cumplien-
do a cabalidad las disposiciones de la Convención, a los cuales tiene 
la facultad de convocar a la “celebración de consultas o a solicitarles 
explicaciones”. 

La jife tiene la competencia de revocar las licencias de áreas líci-
tas de cultivo de amapola y establecer embargos internacionales al 
comercio de drogas controladas para sancionar a aquellos gobiernos 
que se muestren negligentes en adoptar correctivos para garantizar 
el cumplimiento de las disposiciones de la Convención Única. La Junta 
generalmente no recurre a medidas más allá de las advertencias en 
sus informes anuales, las cuales no suelen ser desestimadas por los 
Estados miembros ya que representan señalamientos públicos de los 
gobiernos infractores ante la comunidad internacional. En el caso de 
los países de más bajos ingresos, estos señalamientos pueden traer, 
además, consecuencias prácticas tales como la reducción de la coope-
ración internacional y de acuerdos preferenciales de comercio por 
parte de aquellos países que tienen regímenes de sanción asociados 
al incumplimiento de las disposiciones de fiscalización internacional 
de drogas, como es el caso de Estados Unidos.

iV. La oficina de las naciones unidas contra
las drogas y el delito −onudd−

En la arquitectura institucional del Sistema de las Naciones Unidas, la 
Comisión de Estupefacientes y la jife cuentan con una misma agencia 
encargada de albergar y cumplir con funciones de secretaría técnica 
para ellas. A partir de 1991 la agencia a cargo de esta función fue el 
programa de las Naciones Unidas de Fiscalización Internacional de 
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Drogas –pnufid–, además de coordinar actividades internacionales de 
control de drogas, entre ellas, programas de reducción de la demanda, 
desarrollo alternativo y fortalecimiento policial y judicial para la reduc-
ción de la oferta y la interdicción del tráfico ilícito de drogas. el pnufid 
también cumplió un papel importante en la facilitación y asistencia 
técnica al proceso de armonización de la legislación sobre fiscaliza-
ción de estupefacientes, regulación de los precursores químicos y del 
lavado de activos que tuvo lugar a escala global, luego de la Convención 
de 1988, al igual que en el suministro de entrenamiento para jueces, 
fiscales y demás agencias con funciones policiales y judiciales.

para efectuar estos cometidos, el pnufid disponía de una sede cen-
tral en Viena, una red de veintiuna oficinas regionales en todo el mun-
do y un presupuesto anual del orden de 100 millones de dólares, de 
los cuales apenas el 10% era del presupuesto ordinario de Naciones 
Unidas: el resto de sus recursos dependía de aportes voluntarios ad-
ministrados a través de un “Fondo de Donantes principales”, entre los 
cuales figuraban de manera prominente países como italia, estados 
Unidos, Suecia, reino Unido, Japón, Alemania, Noruega, francia, 
Australia, Dinamarca, países bajos, Canadá, Suiza, España, Austria, 
Finlandia y bélgica, además de la Unión Europea. Estos fondos eran 
destinados a proyectos específicamente definidos por los donantes. 

La gran dependencia de los recursos de donación del pnufid impli-
có que la orientación política de la agencia, que formalmente corres-
ponde a la Comisión de Estupefacientes, en la práctica respondiera 
a las agendas de los principales donantes. La inconveniencia de esta 
situación se hizo visible en 1999, cuando el pnufid emprendió mi-
siones altamente cuestionables como entrar en negociaciones con el 
régimen talibán en Afganistán con el fin de abolir la producción de 
amapola en ese país, además del desarrollo de experimentos secretos 
con mycoherbicidas (hongos tóxicos) para erradicar plantaciones de 
cultivos ilícitos en Colombia y Uzbequistán7. Al ser investigado el pnu-

7 desde la década de los 70 el desarrollo de mycoherbicidas se realiza con múl-
tiples variedades de dos especies de hongos: el Fusarium oxysporum, destinado 
a eliminar plantas tanto de coca como de mariguana y el Pleospora papavera-
cea, cuya función es eliminar la amapola. Los mycoherbicidas actúan como una 
fábrica de mycotoxinas que disuelven las estructuras celulares de las plantas. 
Suele atacar las raíces, causando el marchitamiento de la planta hasta su muerte. 
Los mycoherbicidas permanecen latentes en el ambiente por períodos que van 
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fid por parte de la oficina de Servicios de Supervisión interna de las 
Naciones Unidas, se encontraron irregularidades y vacios en relación 
con procesos organizacionales de toma de decisiones, coordinación 
de políticas y programas, y la evaluación de sus resultados. Tampoco 
se hallaron mecanismos para formular lecciones a partir de los re-
sultados obtenidos que retroalimenten los procesos de formulación y 
desarrollo de los programas.

La crisis estalló a mediados de 2001 y precipitó un proceso de fu-
sión organizacional entre el pnufid y el Centro para la prevención del 
Crimen Internacional –cpci–8, reforma que venía gestándose desde 
1998 a raíz de una creciente preocupación a escala internacional por 
los vínculos existentes entre drogas ilícitas, organizaciones dedicadas 
a crímenes transnacionales y terrorismo, que se volvió particularmen-
te visible luego del atentado contra las torres gemelas en Nueva York 
ocurrido el 11 de septiembre de 2001. Ambas dependencias queda-
ron subordinadas a la oficina de las Naciones Unidas contra el delito 
y las Drogas –onudd–, a partir de 2002, aunque la disolución de las 
mismas se prolongó debido a que originalmente cada una tenía dis-
tintas dependencias funcionales y presupuestales. Mientras el pnu-
fid dependía de la Comisión de Estupefacientes, el cpci lo hacía de 
la de Prevención del Crimen y Justicia Penal9, ambas comisiones del 

desde unos meses hasta años, y son capaces de mutar para atacar diferentes 
especies vegetales. Las mycotoxinas fueron originalmente descubiertas luego 
de que miles de personas murieran debido a hemorragias internas después de 
comer pan hecho con cereal almacenado durante el invierno y contaminado con 
Fusarium, durante los 40 en la Unión Soviética. Ver Bigwood (2006).

8 Entre las principales actividades del cpci se cuentan los programas globales 
contra la corrupción, la trata de personas y el crimen organizado. en 1999, el 
cpci inició una línea de trabajo sobre prevención del terrorismo, preparando 
manuales sobre medidas de prevención. esta rama de actividad creció significa-
tivamente luego de los ataques contra las torres gemelas en 2001. dos tratados 
internacionales de las Naciones Unidas entraron en vigor en 2003: la Convención 
contra el Crimen Transnacional y la Convención contra la Corrupción, los cuales 
fueron gestionados a través del cpci. 

9 Órgano principal del Sistema de las Naciones Unidas para orientar políticas 
en relación con la prevención del delito y la justicia penal. Esta Comisión for-
mula lineamientos de política internacional acerca de la trata de personas, el 
crimen transnacional, y aspectos de prevención del terrorismo. También hace 
seguimiento del uso y aplicación de los estándares y normas de las Naciones 
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Consejo económico y Social de las Naciones Unidas. en 2004-2005 el 
proceso avanzó con la preparación del primer presupuesto consolida-
do que integraba los programas de lucha contra las drogas, el crimen 
internacional y el terrorismo, para su ejecución a través de la onudd 
como unidad estructural (Jelsma y Metaal, 2004).

El mandato de la onudd, cuya estructura unificada se aprobó ape-
nas recientemente, es apoyar a los países en el diseño, implemen-
tación y promoción de políticas sobre el problema mundial de las 
drogas y del delito transnacional organizado, a través de la puesta 
en marcha de proyectos y programas de asistencia técnica, legal y fi-
nanciera en el marco de las tres convenciones de las Naciones Unidas 
sobre estupefacientes, la Convención sobre Delincuencia Organizada 
Transnacional y la Convención contra la Corrupción. Incluye progra-
mas de sustitución de cultivos ilícitos a través de proyectos de de-
sarrollo alternativo, reducción de la oferta y la demanda de drogas 
ilícitas, lavado de dinero, crimen organizado, trata de seres humanos, 
terrorismo, corrupción y fortalecimiento de la justicia, en lo relacio-
nado con la actualización y desarrollo del régimen legislativo y la tipi-
ficación de estos delitos.

La estructura aprobada de la onudd contempla cuatro divisiones, 
a saber: Operaciones, Asuntos relacionados con Tratados, Análisis de 
política y Asuntos públicos, y Administrativa. La división de Asuntos 
relacionados con Tratados ofrece, en colaboración estrecha con la 
jife, asesoría legal en la implantación combinada de las convenciones 
de drogas, crimen y corrupción, e incluye una rama de prevención del 
terrorismo.

De acuerdo con un informe reciente de la onudd10, el presupues-
to consolidado para el bienio 2008-2009 asciende a 333 millones 

Unidas para combatir el delito internacional. Es además un foro de intercambio 
de experiencias, información y experticia entre los Estados miembros en mate-
ria de prevención del delito y justicia penal, y apoya la identificación de priori-
dades y el desarrollo de estrategias nacionales e internacionales para comba-
tir el delito. Coordina esfuerzos con otros órganos de las Naciones Unidas con 
mandatos específicos en el campo del delito y la justicia penal, entre ellos, el 
Consejo de Seguridad y la Conferencia de Suscriptores de la Convención contra 
el Crimen Transnacional Organizado al igual que la de la Convención contra la 
Corrupción. 

10 unodc (2009). “Annual report 2009”. Vienna: unodc.
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de dólares, de los cuales 38,3 millones (11,5%) provienen del pre-
supuesto ordinario de las Naciones Unidas. De las contribuciones 
voluntarias presupuestadas, el 61% está destinado al programa de 
drogas y el 28% al de crimen. Se prevé que alrededor del 9% de estas 
contribuciones se destinará a propósitos generales asociados con los 
programas de drogas y crimen, y el resto tendrá destinación especí-
fica para programas fijados por los donantes. en concepto de la Junta 
de Auditoría y de la oficina de Supervisión interna de las Naciones 
Unidas, resulta preocupante el crecimiento de las contribuciones con 
destino específico que ha recibido la onudd en el pasado reciente, que 
creció de 64 millones de dólares en 2003 a más de 245 millones en 
2008, mientras decrecen las contribuciones destinadas a propósitos 
generales (un promedio anual de 21 millones de dólares entre 1992 
y 1998, que en 2008 se reduce a 15 millones en 2008 y para 2009 se 
proyecta en 13 millones). La misma onudd reconoce que este modelo 
de financiación de sus programas representa una limitante, ya que la 
abrumadora proporción de las contribuciones con destino específico 
frente a los recursos disponibles para propósitos generales socava el 
cumplimiento cabal de su mandato.

el sistema internacional de
fiscalización de drogas de las naciones unidas

 

 Relaciones constitucionales de 
dependencia orgánica  

 Relaciones de consulta  y 
coordinación 
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V. tensión y parálisis del sistema

La descripción anterior de los componentes e interacciones del Sistema 
Internacional de Fiscalización de Drogas de las Naciones Unidas per-
mite intuir la presencia de tensiones en su interior. Su origen reside 
en las distintas apreciaciones de los Estados miembros sobre los re-
sultados del funcionamiento del sistema durante las dos décadas pa-
sadas, al igual que en actitudes dispares de los mismos para continuar 
dando cumplimiento inflexible e indefinido de las disposiciones de las 
convenciones que lo regulan. 

Las tensiones comenzaron a aflorar pocos años después de la entra-
da en vigor de la Convención contra el tráfico ilícito de estupefacientes 
de 1988, especialmente entre los países del Sur que se vieron conver-
tidos en escenarios de represión contra cultivadores ilícitos, de gue-
rra contra los carteles de la droga y de corrupción asociada al nar-
cotráfico. en la visión de los países del Sur, hay en las convenciones 
desequilibrio entre las estrictas obligaciones impuestas a los Estados 
en relación con la represión de la producción y el tráfico de drogas, 
y los compromisos generales establecidos en relación con el control 
del consumo en los mercados finales así como de la fabricación, co-
mercialización y el tráfico ilícitos de drogas sintéticas y precursores 
químicos, y el lavado de dinero en los países del Norte. 

en 1993, México fue el promotor original de la iniciativa de convo-
car una cumbre mundial sobre el problema global de drogas, similar a 
los que se sostuvieron durante la primera mitad de la década de los 90 
en relación con la preservación del medio ambiente (río de Janeiro, 
1992), el desarrollo social (Copenhague, 1995) y la equidad de géne-
ro (Beijing, 1995). La propuesta mexicana era abrir un escenario de 
reflexión franca en torno a la eficiencia y viabilidad de las estrategias 
antidrogas implantadas hasta entonces, con miras a mejorarlas y ade-
cuarlas al mundo del siglo xxi. 

después de muchas deliberaciones y conflictos, en 1996 la idea 
original se redujo a convocar una sesión especial de la Asamblea de 
las Naciones Unidas para considerar la lucha contra la producción, 
venta, demanda, tráfico y distribución ilícita de estupefacientes y ac-
tividades relacionadas, y para proponer nuevas estrategias, métodos, 
actividades prácticas y medidas específicas para fortalecer la coope-
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ración internacional en respuesta al problema del abuso de drogas y 
el tráfico ilícito. Se programó esta sesión especial para el año 1998, a 
10 años de vigencia de la Convención de 1988. en los términos de la 
convocatoria quedó expresa la intención de abordar la temática defi-
nida sobre la base del principio de la “responsabilidad compartida” 
y el pleno respeto por los principios consagrados en la Carta de las 
Naciones Unidas y el derecho internacional, y en particular, el respeto 
por la soberanía e integridad territorial de los Estados.

En los eventos preparatorios de la sesión especial, los países del 
Sur insistieron en la búsqueda de alternativas al mecanismo unila-
teral de “certificación” establecido por estados Unidos para calificar 
los esfuerzos realizados por otros países para erradicar cultivos ilí-
citos, hacer interdicción del tráfico ilegal de drogas y desvertebrar 
organizaciones criminales dedicadas al narcotráfico internacional. 
Al respecto se señaló que la función de monitorear y juzgar el des-
empeño de los países es competencia de la jife, y se respaldó como 
alternativa la opción de explorar un procedimiento de certificación 
multilateral a través de organismos como la Comisión Interamericana 
de Control del Abuso de las Drogas –cicad– de la Organización de 
Estados Americanos –oea–.

Adicionalmente los países del Sur demandaron mayor participa-
ción económica de los países consumidores para apoyar el desarrollo 
alternativo en aquellas zonas afectadas por la erradicación de culti-
vos ilícitos. En relación con este último tema, también se sostuvieron 
discusiones en torno a los criterios para definir métodos “seguros” de 
erradicación de cultivos ilícitos. A pesar de afirmaciones a favor del 
uso de herbicidas químicos y mycoherbicidas supuestamente inofen-
sivos para la salud humana y especies vegetales distintas a los cultivos 
ilícitos, se argumentó en contra de la conveniencia de su aplicación 
por medio de aspersiones aéreas, las cuales inevitablemente causan 
daños colaterales en zonas aledañas y contaminan fuentes y cuerpos 
de agua como los estanques piscícolas. También hubo discrepancias 
en torno a la valoración de los resultados de la erradicación forzada: 
a pesar de las extensas áreas asperjadas con herbicidas, el área de 
cultivo total continuaba creciendo en los países que aplicaban estas 
medidas, con la consecuente expansión de los daños ocasionados por 
el establecimiento permanente de nuevas áreas de cultivo ilícito en 
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zonas de reserva forestal; se reproducía así un círculo vicioso de con-
taminación y degradación ambiental creciente a través de nuevos cul-
tivos. Al respecto se cuestionó la relevancia de las medidas de control 
de la oferta y a la vez se señaló con insistencia un mayor compromiso 
de los países consumidores no sólo con el control de la demanda, sino 
también con actividades asociadas con el “lavado de activos”, el con-
trol de precursores químicos y el tráfico de drogas sintéticas.

por último se discutió, por iniciativa de México, la propuesta de 
adelantar una “evaluación independiente” de la eficiencia de las con-
venciones existentes, a través de un grupo de 12 expertos encargados 
de realizar dicho estudio y preparar un documento-propuesta sobre 
el cual fuese posible plantear nuevas estrategias para el nuevo siglo. 
Tal propuesta enfrentó la oposición de países como Estados Unidos 
y el Reino Unido por cuanto objetaron el término “independiente” 
así como el procedimiento a través del cual serían seleccionados los 
integrantes del grupo. Esta iniciativa en particular se hundió antes 
de la sesión especial a raíz del escándalo generado por la deten-
ción en diciembre de 1996 del general de división Jesús gutiérrez 
rebollo, comisionado del Instituto Nacional para el Combate a las 
Drogas –incd– de México, acusado de proteger al principal narcotra-
ficante mexicano, Amado Carrillo fuentes, apodado “El Señor de 
los Cielos” y jefe del Cártel de Juárez (fazio, 1997). el asunto propició 
que Estados Unidos objetara la idoneidad de México para continuar 
presidiendo los eventos preparatorios de la sesión especial.

Vi. La sesión especial de la asamblea general de 1998
(Naciones Unidas, 1998)

La sesión especial, a la cual la literatura refiere utilizando el acrónimo 
inglés “ungass”, se reunió en junio de 1998 en Nueva York y aprobó 
una declaración política que reafirma la determinación y empeño de 
los Estados miembros para resolver el problema mundial de las drogas 
mediante estrategias nacionales e internacionales que reduzcan tanto 
la oferta como la demanda ilícitas de drogas, reconociendo que la ac-
ción contra este problema mundial es una responsabilidad común y 
compartida. Explícitamente reconoce que la reducción de la demanda 
es un pilar indispensable del enfoque global para luchar contra el pro-
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blema mundial de la droga, y afirma la necesidad de proporcionar los 
recursos apropiados para el tratamiento y la rehabilitación y para fa-
cilitar la reinserción social a fin de devolver la dignidad y la esperanza 
a los niños, jóvenes, mujeres y hombres que padecen de toxicomanía. 
En su texto se estableció para el año 2003 el objetivo de desarrollar e 
implantar nuevos o mejores programas y estrategias de reducción de 
la demanda de drogas formulados en estrecha colaboración con las 
autoridades sanitarias, de bienestar social y las encargadas de hacer 
cumplir la ley, y fijó el año 2008 para lograr resultados importantes y 
mensurables en cuanto a la reducción de la demanda. 

En sus diferentes apartes, la declaración reitera la prioridad inter-
nacional de erradicar los cultivos ilícitos para la producción de dro-
gas, insiste en la necesidad de medidas de represión para combatir 
el cultivo, la producción, la fabricación y el tráfico ilícitos, y fija el 
compromiso de formular estrategias con miras a eliminar o reducir 
considerablemente el cultivo ilícito del arbusto de coca, la planta de 
cannabis y la adormidera para el año 2008. De manera complemen-
taria destaca la importancia especial que reviste la cooperación in-
ternacional para el desarrollo alternativo, cuyo objetivo debe ser el 
logro de una mayor integración de los sectores más vulnerables, que 
participan en el mercado de drogas ilícitas, en actividades económi-
cas legales y viables.

La declaración exhorta a los Estados que no han adherido a las tres 
convenciones sobre fiscalización internacional de drogas a hacerlo, y a 
cumplirlas plenamente para así contribuir a poner en vigor las dispo-
siciones de estos instrumentos, y expresamente prevé la realización 
de exámenes periódicos para cerciorarse de que dichas estrategias 
sean eficaces. fija el compromiso de los estados de prestar especial 
atención a las medidas para la fiscalización de precursores y drogas 
sintéticas, y como objetivo para el año 2008 el propósito de eliminar 
o reducir considerablemente la fabricación, la comercialización y el 
tráfico de drogas sintéticas y la desviación ilícita de precursores.

Respalda la labor de la Comisión de Estupefacientes y la jife, los 
órganos de fiscalización de drogas establecidos por la Convención 
Única de 1961, y designa a la Comisión de estupefacientes como “foro 
mundial de cooperación internacional contra el problema de la dro-
ga”, descartando tácitamente la posibilidad de otra alternativa para 
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discutir internacionalmente la estrategia de lucha contra las drogas. 
A la vez, expresa la decisión de fortalecer la cooperación para respon-
der a la amenaza representada por los vínculos entre la producción y 
el tráfico ilícitos de drogas y la participación de grupos terroristas, de-
lincuentes y la delincuencia transnacional organizada, así como para 
poner freno al tráfico ilícito de armas, fomentando la cooperación 
multilateral, regional, subregional y bilateral entre las autoridades 
judiciales y las encargadas de hacer cumplir la ley para hacer frente 
a la delincuencia organizada que comete delitos relacionados con las 
drogas y realiza otras actividades delictivas conexas.

Vii. 2008: el balance 10 años después

En marzo de 2009, el proyecto de “Declaración política y plan de 
Acción sobre Cooperación Internacional en Favor de una Estrategia 
Integral y Equilibrada para Contrarrestar el problema Mundial de las 
Drogas” presentado por la Comisión de Estupefacientes al Consejo 
Económico y Social de las Naciones Unidas reconoce que los compro-
misos contraídos por los estados miembros en 1998 se alcanzaron 
apenas “parcialmente” (Consejo económico y Social, 2009).

De acuerdo con la edición 2008 del Informe Mundial de Drogas de 
la oficina las Naciones Unidas contra las drogas y el delito, el área 
mundial cultivada de amapola y coca en 2007 era inferior a la exis-
tente en 1997, pero el área cultivada de mariguana en 2006 era casi 
el 160% del nivel estimado en 1999. en todos los casos, los estimati-
vos señalan que la producción de estas sustancias creció en relación 
con su nivel de 1997: casi el doble en el caso de la producción ilícita 
de opio y un 15% más en el caso de la cocaína. en cuanto a precios, 
el gramo menudeado bajó en promedio en un 25% en el caso de la 
cocaína y 40% en el caso de los derivados opiáceos. La producción 
anual de estimulantes de tipo anfetamínico –eta–, por su parte, se ha 
mantenido por el orden de 450 a 500 toneladas métricas desde 2000. 
El reporte estima que la prevalencia de usuarios de drogas entre la 
población mundial de 15 a 64 años permaneció estable entre 1997 y 
2007, alrededor de un 5% del total, aun cuando en términos absolu-
tos se incrementó de 180 millones a 208 millones de usuarios perte-
necientes a ese grupo etario (unodc, 2008). 
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El balance realizado por la Comisión de Estupefacientes ante el 
Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas reconoce además 
una serie de consecuencias no buscadas que han emergido como re-
sultado del cumplimiento de las disposiciones de las convenciones de 
fiscalización de drogas (Consejo económico y Social, 2009). Entre 
otras, menciona la creación y consolidación de mercados ilícitos a es-
cala global que han traído consigo un notable incremento en el uso 
de la violencia como medio de regulación interna en el desarrollo de 
su actividad, alimentada por un negocio en el cual los precios de la 
mercancía se multiplican por 100 entre el lugar de producción y el de 
expendio final. La parquedad de esta observación en los documentos 
oficiales de las Naciones Unidas no corresponde a la gravedad de esta 
consecuencia para los países que han soportado la violencia exacerba-
da de la “guerra contra las drogas”, entre ellos, Colombia y México11.

Otra consecuencia no intencional es el impacto que la expansión de 
los mercados ilícitos y la consolidación de organizaciones criminales 
vinculadas a los mismos ha ocasionado sobre las prioridades de in-
versión de los presupuestos públicos. La lucha contra organizaciones 
criminales que controlan estos mercados ha obligado a destinar una 
creciente proporción de los limitados presupuestos públicos para dar 
“respuestas conmensuradas” en el propósito de hacer cumplir la ley, 
generalmente con detrimento de los recursos destinados a la salud 

11 De acuerdo con un informe reciente del Council on Foreign Relations sobre “la 
guerra contra las drogas” en México, en 2007 hubo cerca de 2.500 muertes re-
lacionadas con el tráfico ilícito de estupefacientes, y la cuenta subió a cerca de 
4.000 en 2008. Mientras que en un principio la mayor parte de esta violencia 
tenía lugar entre los carteles, en el pasado reciente esta afecta cada vez con ma-
yor frecuencia a policías, periodistas y políticos. Ver cfr (2009). En Colombia, 
la guerra contra las drogas cobró un nivel similar anual de víctimas durante la 
década de los 90. Ver por ejemplo, Matthiessen (2000). pero el fenómeno no 
sólo afecta a países como México y Colombia. Las estadísticas de homicidios en 
Estados Unidos durante el siglo xx muestran que los picos de violencia en ese 
país se asocian con la prohibición del alcohol y las drogas, como se aprecia en 
la figura incluida en el anexo 1. Ver Miron (1999, pp. 78 a 114). el autor men-
ciona que esta relación fue discutida inicialmente por Milton friedman en su 
artículo de 1991 “the war we are looking”, en el libro editado por M. krauss y 
E. Lazear, Searching for Alternatives: Drug Control Policy in the United States, 
Stanford: Hoover Institution. 
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pública, justo el bien jurídico que se busca proteger por medio del 
sistema internacional de fiscalización de drogas.

pero quizás la consecuencia no prevista por el régimen interna-
cional de fiscalización de drogas de impacto más extendido tiene que 
ver son las masivas violaciones de derechos humanos por parte de 
las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley. Los informes ofi-
ciales no abundan en detalles, pero conviene señalar algunos casos 
documentados por ong defensoras de los derechos humanos12, como 
la violenta “guerra contra las drogas” emprendida en 2003 por el go-
bierno de Tailandia que dejó en su fase inicial de tres meses cerca 
de 2.275 ejecuciones sumarias extrajudiciales. hechos similares se 
han registrado en brasil, donde niños reclutados por las bandas de 
narcotraficantes son blanco del fuego policial en las favelas: durante 
los primeros seis meses de 2007, las estadísticas policiales registra-
ban 449 muertes de civiles y 60 de unidades policiales en este tipo de 
confrontaciones. A pesar de que la pena de muerte es una violación 
del derecho internacional humanitario, cerca de treinta países en el 
mundo sancionan infracciones relacionadas con drogas con la pena 
capital. en Malasia, entre julio de 2004 y julio de 2005, 36 condena-
dos por narcotráfico fueron ejecutados, mientras en Vietnam cerca 
de 100 reos son fusilados anualmente por esta causa. en 2002, China 
conmemoró el Día Internacional contra el Abuso de las Drogas y el 
tráfico ilícito de las Naciones Unidas (26 de junio) para realizar eje-
cuciones públicas en varias ciudades del país. En la más visible de las 
mismas, 24 reos fueron fusilados en la ciudad de Chongqing, en el 
suroccidente del país. Amnistía internacional registró 55 ejecuciones 
relacionadas con drogas ilegales en un período de dos semanas que 
culminó el 26 de junio de 2005.

Las violaciones también han afectado seriamente los derechos de 
los consumidores. En varios países la legislación sanciona la posesión 
de jeringas, y prácticas de control policial específicamente dirigidas 

12 Los casos referidos en adelante en este aparte están documentado en el informe 
“the Beckley foundation drug Policy Program 2008”. Recalibrating the Regime. 
The Need for a Human Rights-Based Approach to International Drug Policy, 
International Harm Reduction Association –ihra–, Human Rights Watch –hrw–, 
and the Canadian hiv/aids Legal Network –chaln–.
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hacia consumidores de drogas incrementan el riesgo de contraer vih 
para ellos. El temor a la detención aleja a estos consumidores de los 
servicios de prevención del vih y otros servicios de salud y fomen-
ta prácticas riesgosas entre ellos. Numerosos estudios realizados en 
Tailandia durante la “guerra contra las drogas” documentan una re-
ducción significativa en la cantidad de personas que voluntariamen-
te buscaban tratamiento de rehabilitación, así como una proporción 
significativa de personas que con anterioridad asistían a este tipo de 
tratamientos que dejaron de hacerlo. 

La represión de los cultivos ilícitos, por su parte, también ocasio-
na efectos altamente discriminatorios contra la población más vul-
nerable. Investigaciones realizadas por la onudd entre 2002 y 2003 
en Myanmar (antigua birmania) encontraron que la erradicación de 
cultivos ilícitos condujo en las áreas afectadas a una deserción esco-
lar del 50% y que dos de cada tres farmacias y practicantes médicos 
abandonaran la región. Los investigadores concluyeron que la súbita 
eliminación de la fuente principal de ingreso en efectivo de los cam-
pesinos causó “daño económico y social a la región”. En Colombia, un 
informe del Comité de derechos de la infancia presentado en 2006 
señala su preocupación por los daños ocasionados por la aspersión 
aérea de glifosato en las campañas de erradicación de cultivos de coca 
sobre los cultivos de pancoger de las familias, que afectan la segu-
ridad alimentaria de los hogares más vulnerables y, en particular, el 
desarrollo y la salud de la infancia.

La discriminación no sólo es practicada por autoridades de policía. 
En algunas jurisdicciones las personas que buscan voluntariamente o 
son obligadas a someterse a tratamiento de rehabilitación por drogo-
dependencia son individualizadas en registros públicos que constitu-
yen verdaderas barreras de acceso a servicios de salud y tratamiento 
de rehabilitación, por cuanto en la práctica eliminan toda confiden-
cialidad y propician prácticas discriminatorias contra estas personas. 
En Suecia, las mujeres con problemas severos por el abuso de drogas 
o alcohol con frecuencia no tienen acceso a refugios cuando son vícti-
mas de violencia intrafamiliar. En el Reino Unido, a los consumidores 
de droga activos que se inyectan comúnmente se les niega el acceso a 
tratamiento para el virus de hepatitis C, a pesar de directrices oficiales 
en sentido contrario. Algo similar sucede con el acceso a tratamientos 
antirretrovirales para consumidores de drogas, una población alta-
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mente vulnerable al vih en los países de Europa Oriental al igual que 
en China, Malasia, Tailandia, Rusia y Ucrania. 

El balance sobre las violaciones de derechos humanos en el mar-
co del sistema internacional de fiscalización de drogas es que el im-
pacto de las medidas represivas recae de manera desproporcionada 
sobre grupos vulnerables y comunidades marginadas. Contrario a la 
creencia generalizada, la mayor parte de las víctimas de las violacio-
nes referidas hasta aquí no son cabezas de carteles ni grandes narco-
traficantes. el “peso de la ley” cae sobre una vasta mayoría de pobres, 
pertenecientes a minorías étnicas, entre ellos, campesinos, expende-
dores al menudeo y personas que usan drogas13.

La estigmatización y criminalización de estos grupos poblaciona-
les vulnerables y marginados por parte del sistema internacional de 
fiscalización de drogas, a su turno, genera dos consecuencias negati-

13 Investigaciones realizadas por Human Rights Watch han establecido que en 
Estados Unidos, entre la población masculina condenada por delitos relaciona-
dos con droga, la proporción de afrodescendientes es 13,4 veces superior a la de 
los blancos. Más aún, el 63% de los infractores relacionados con drogas que son 
admitidos al sistema penitenciario estatal en ese país son afrodescendientes. 
Eso, en un país donde la participación de los afrodescendientes en el total de 
la población no alcanza al 13%. Como los señala human rights Watch, de no 
ser por la “guerra contra las drogas”, la población carcelaria negra en Estados 
Unidos sería significativamente menor. Ver human rights Watch (2000). es su-
gestiva la relación entre la discriminación contra sustancias psicoactivas prove-
nientes del mundo colonizado que consagra la Convención Única de 1961, y la 
discriminación que se evidencia en la aplicación de la ley antidrogas en contra 
de poblaciones predominantemente originaria de países colonizados. La asocia-
ción prejuiciada entre las sustancias fiscalizadas y la “características pre-moder-
nas de los pueblos colonizados” se ilustra bien en un escrito de Jeremías repizo 
Cabrera, un joven médico de la Universidad Nacional de Colombia, en el cual 
refiere el problema de los mascadores de coca en el huila en una publicación 
del Ministerio de higiene de 1947, en los siguientes términos: “Por lo común, 
los hijos de los viejos masticadores son idiotas y degenerados. Son una pesada 
carga para el estado. fácilmente sugestionables, se les induce sin dificultad a 
la comisión de crímenes espantosos. Su moral es la fuerza del instinto. Si no 
tienen coca, ni dinero para conseguirla, hurtan, roban, hacen cosas increíbles 
para conseguirla […] Y por sobre todas las cosas, [el indígena] es mentiroso. 
Torpemente, estúpidamente mentiroso. La idiotez es su patrimonio común”. Ver 
repizo (1947, pp. 83 a 105).
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vas. La primera, oscurece la exclusión social como uno de los factores 
asociados con el uso de drogas y el involucramiento con delitos rela-
cionados con drogas, en todas las sociedades. La segunda, la política 
de encarcelamiento masivo de expendedores al menudeo y consumi-
dores de drogas ha traído consigo en muchos países un factor impor-
tante de congestión de los sistemas penales, hacinamiento carcelario 
y penitenciario así como corrupción policial14. 

por último, una cuarta consecuencia no buscada referida en el in-
forme de la Comisión de Estupefacientes ante el Consejo Económico y 
Social de las Naciones Unidas tiene que ver con el denominado “des-
plazamiento del consumo de sustancias ilegales”. Las estrictas medi-
das de control dirigidas a reducir la oferta o la demanda de drogas ilí-
citas en ocasiones conducen a que los distribuidores y consumidores 
busquen drogas alternas que produzcan efectos psicoactivos simila-
res pero cuyo control sea menos riguroso. Así, por ejemplo, la cocaína 
resulta más fácil de controlar que los estimulantes tipo anfetaminas 
–eta– debido a que hay una distancia considerable entre las fuentes 
de materia prima de la cocaína (en los países andinos) y los mercados 
de consumidores finales (estados Unidos y europa). en contraste, las 
eta se producen en cualquier cocina del vecindario de residencia del 
consumidor, con la ventaja adicional de que pueden adquirirse “en 
línea” a través de farmacias en Internet. Dados estos factores, resulta 
comprensible que en el pasado reciente se haya incrementado la po-
pularidad de las drogas sintéticas en muchas partes del mundo. 

Viii. Las líneas de fractura 

Ante un balance franco y abierto como el anterior, sobre el cual el con-
senso es generalizado, sería de esperar que también hubiese acuerdo 

14 Ver (Latin American Commission on Drugs and Democracy, 2009). Los estudios 
acerca de la evolución de la población carcelaria en el mundo entre 1992 y 2007, 
incluidos sindicados y condenados, muestra una tendencia al crecimiento acele-
rado. Mientras la población mundial crece entre el 2 y el 3% anual, la población 
carcelaria en países como brasil, México y países bajos se ha incrementado a una 
tasa anualizada entre el 6 y el 9%. en estados Unidos y Colombia la población 
carcelaria durante el período aumentó a una tasa anual entre el 4 y el 5%. Ver 
anexo 2, y también International Centre for prison Studies (2009).
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internacional en relación con los ajustes que deben realizarse al siste-
ma internacional de fiscalización de drogas con el fin de corregir sus 
deficiencias y lograr el propósito universal de mitigar las consecuen-
cias negativas que traen las drogas tanto para consumidores como 
para la sociedad en su conjunto, particularmente en cuanto se refiere 
a la violación de los derechos humanos, la violencia y las organizacio-
nes criminales involucradas relacionadas con el tráfico internacional 
de estupefacientes (unodc, 2009).

Sin embargo, no ocurre así, y ello debido a numerosas “líneas de 
fractura” dentro del debate sobre la política de fiscalización de drogas 
que se desarrolla desde hace lustros en las Naciones Unidas. La más 
profunda tiene que ver con la manera de valorar el consumo de drogas 
ilícitas. Se estima que alrededor del 5% de la población mundial en-
tre 15 y 60 años son consumidores de droga, y que sólo una fracción 
de ellos tiene problemas de toxicomanía (alrededor del 10% de los 
consumidores)15. para quienes la meta es “un mundo libre de drogas”, 
su consumo representa un peligro intolerable que atenta contra los 
valores y el cumplimiento de la ley, la productividad y el presupuesto 
público en tanto genera demandas sobre el sistema de seguridad so-
cial, de policía y el sistema penitenciario, por lo cual el consumo debe 
ser eliminado por completo ya que nunca puede ser aceptado como 
una “forma de vida”. De otra parte, los más pragmáticos consideran 
que la toxicomanía es un problema que hay que aprender a manejar 
sin necesidad de estigmatizar el consumo moderado, y confían en que 
su regulación legal, tanto por mecanismos públicos como privados, 
ofrece alterativas eficaces de prevenir y controlar sus consecuencias 
sociales indeseables e impide la transferencia de esta actividad que 
mueve enormes recursos económicos de la esfera legal a la ilegal, al 
igual que la proliferación de la delincuencia organizada y la corrup-
ción generalizada.

15 Ver unodc (2009) “La delincuencia organizada y la amenaza que supone para la 
sociedad. Cómo hacer frente a una preocupante consecuencia de la fiscalización 
de drogas”, informe del director ejecutivo de la oficina de las Naciones Unidas 
contra la droga y el delito ante Comisión de estupefacientes 52.º período de 
sesiones Viena, 11 a 20 marzo de 2009, y Comisión de Prevención del delito y 
Justicia Penal 18.º período de sesiones Viena, 16 a 24 de abril de 2009.
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La “tolerancia cero” frente al consumo estigmatiza y juzga inacepta-
ble toda iniciativa de flexibilizar el régimen internacional vigente. Las 
consideraciones en tal sentido son calificadas como conniventes con 
el incumplimiento de la ley, además de ser señaladas como amenazas 
contra la libertad y el desarrollo de los jóvenes, la salud y el bienestar, 
la independencia de los Estados, la democracia, la estabilidad de las 
naciones, la estructura de las sociedades y la dignidad y la esperanza 
de la persona y la familias. De allí que frente a los resultados “parcia-
les” obtenidos por el sistema internacional de fiscalización de drogas 
durante el decenio 1998-2008, haya hondos desacuerdos entre los 
gobiernos de los países miembros acerca de los ajustes que deben 
realizarse respecto de los factores problemáticos identificados.

Para la línea que defiende el statu quo, las deficiencias en los resul-
tados obtenidos hasta ahora son consecuencia de la aplicación inade-
cuada de los acuerdos existentes para la fiscalización de la droga. Su 
lógica señala que las drogas son escasas como resultado de la fiscali-
zación, y esta circunstancia eleva sus precios a un nivel que no guarda 
proporción con los costos de producción. Como efecto del respeto por 
la ley y el alto precio, innumerables adictos potenciales se mantienen 
alejados de las drogas (sic). De manera colateral, ello propicia que 
organizaciones criminales vinculadas al tráfico de estupefacientes se 
apropien de pingües ganancias que reinvierten para aumentar su ca-
pacidad de ejercer la violencia y corromper a los servidores públicos 
con el fin de avanzar sus intereses en la pugna por los mercados de 
drogas en las calles de muchas ciudades del mundo, socavando el pac-
to que existe entre la sociedad y sus dirigentes electos, y

… proporcionando pruebas a una ruidosa minoría de defensores de las 
drogas para afirmar que es peor el remedio que la enfermedad y que la 
legalización de las drogas es la solución […] El levantamiento de los con-
troles sobre el uso de las drogas sería una cínica abdicación de la respon-
sabilidad que tiene el Estado de proteger la salud de sus ciudadanos y 
equivaldría a aceptar que una parte de cada generación ha de perderse 
por la adicción a las drogas (unodc, 2003, pp. 1 y 3).

por su parte, quienes reclaman la necesidad de explorar estrategias 
alternativas para reformar el régimen vigente reconocen la importan-
cia de continuar apoyando y fortaleciendo los esfuerzos representa-
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dos por las innumerables vidas sacrificadas y los recursos económi-
cos destinados a combatir a los carteles y organizaciones criminales 
que operan el tráfico internacional de estupefacientes. Sin embargo, 
consideran que el reto principal del presente consiste en reducir el 
daño causado por las drogas a las personas, la sociedad y las insti-
tuciones públicas, y señalan que resulta esencial diferenciar las sus-
tancias actualmente clasificadas como ilícitas, de conformidad con las 
evidencias científicas acerca del daño que estas infligen a la salud de 
las personas y el tejido social. De acuerdo con este criterio, una polí-
tica represiva más eficiente centrada en la lucha y desmantelamien-
to de organizaciones criminales dedicadas al tráfico internacional de 
estupefacientes se vería favorecida con la despenalización de la ma-
riguana o cannabis, una droga de consumo extendido que presenta 
riesgos de daño a la salud de las personas y el tejido social menores 
que los asociados al alcohol y el cigarrillo, dentro del marco de am-
plias campañas públicas de disuasión del uso de drogas en general, 
principalmente entre la población joven16. 

Naturalmente, la despenalización de la mariguana se ha convertido 
en un punto neurálgico en los debates sobre la política internacional 
de fiscalización de drogas, pues representa un tema que aleja a los 
países “productores” del Sur, como los de la región andina, el Sureste 
Asiático y Asia Central, de los países “consumidores” del Norte, en-
tre ellos, Canadá, los países bajos, el Reino Unido y Suiza. Las discre-
pancias se entrecruzan con la discusión sobre cuál debe ser el frente 
principal de represión en la lucha mundial contra las drogas: el Sur 
argumenta que la represión debe dirigirse a restringir la demanda, 
el lavado de dinero y la desviación de precursores en los mercados 
del Norte, mientras que el Norte sostiene que la demanda se puede 
afectar más eficazmente por medio de la represión de la producción 

16 Ver Latin American Commission on Drugs and Democracy (2009). Al respecto 
se señalan los resultados positivos obtenidos mediante las campañas de infor-
mación y prevención sobre el consumo del cigarrillo con base en lenguaje claro 
y argumentos que son coherentes con la experiencia del público al cual van diri-
gidos, como una demostración de la efectividad de este tipo de estrategias para 
promover cambios sociales y culturales al igual que una significativa disminu-
ción del consumo de cigarrillo durante los últimos años. 
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de materias primas así como en la interdicción de cargamentos en las 
rutas hacia los mercados finales.

En la práctica, esta divergencia ha llevado a los países de África, 
Asia y Latinoamérica a alinearse en el ámbito de la Comisión de 
Estupefacientes de las Naciones Unidas con el bando de la “toleran-
cia cero” que lidera Estados Unidos, presentando fuertes críticas ante 
posturas indulgentes en cuanto a la reducción del daño o de despe-
nalizar el cannabis en los países europeos y Canadá. Arguyen que la 
obligación impuesta por las convenciones internacionales a los países 
productores de desplegar agencias encargadas de hacer cumplir la ley 
para reprimir a comunidades campesinas y destruir sus medios de 
vida, al igual que la carga que representa para los sistemas judiciales 
la investigación y judicialización de las redes tráfico de estupefacien-
tes, deben ser compensadas no sólo con recursos de cooperación para 
el desarrollo alternativo sino también con la aplicación del mismo 
tipo de represión para controlar los bancos y la industria química, y el 
encarcelamiento de sus consumidores (Jelsma y Metaal, 2004).

Comentarios finales17

El modelo de la política de “guerra contra las drogas” plantea el dilema 
de establecer si los daños asociados con sus estrategias represivas –de 
la prisión y encarcelamiento indiferenciado de consumidores a la vio-
lencia y corrupción que dispensan las organizaciones criminales que 
tienen en sus manos la regulación de estos mercados ilegales– con-
tribuyen a reducir el daño causado por las drogas o si, por el contra-
rio, se suman para agravarlos. Una política equilibrada implica hallar 
un balance entre la protección de la salud pública frente a los daños 
representados por la toxicomanía y, por otra parte, el control de los 
perjuicios sociales relacionados con medidas represivas extremas. El 
objetivo debe ser el establecimiento de un sistema que efectivamen-
te contribuya a proteger integralmente el bienestar de la persona y la 

17 Las ideas que se presentan a continuación coinciden con los planteamien-
tos principales consignados en el documento preparado por la Comisión 
Latinoamericana sobre Drogas y Democracia. Ver Latin American Commission 
on Drugs and Democracy (2009).
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sociedad a través de controles apropiados sobre sustancias potencial-
mente dañinas, y simultáneamente fijar límites claros para garantizar 
los derechos humanos de quienes se encuentran en roles que deben 
ser controlados, como es el caso de consumidores, cultivadores y quie-
nes dependen para su subsistencia del expendio de estas drogas. 

Resulta inaceptable continuar predicando que la política vigente 
está dando resultados satisfactorios y que por lo tanto debe continuar 
sin modificación, sencillamente porque es coherente con posturas 
ideológicas proclives a “satanizar” las iniciativas que se aparten del 
“prohibicionismo ciego”. Dadas las diferencias socioculturales entre 
sociedades y países, no hay razón para uniformizar prohibiciones por 
medio de convenciones internacionales como la actualmente vigen-
te que impone la abolición de prácticas culturales ancestrales como 
mascar la hoja de coca entre muchos pueblos indígenas de la región 
andina. Vestigios de la injusticia colonial como lo es esta prohibición 
deben ser eliminados.

De lo anterior se desprenden consideraciones sobre la necesidad 
de diferenciar las sustancias controladas con base en el daño que es-
tas ocasionan a la salud, y no, como sucede actualmente, por los pre-
juicios coloniales propios de la geopolítica del siglo xx. El consumo 
de la mariguana tiene un impacto negativo sobre la salud, inclusive 
la salud mental. Sin embargo, la evidencia empírica disponible indica 
que los daños causados por esta droga son similares a los causados 
por el alcohol o el tabaco. El daño ocasionado a la salud por la ma-
riguana no es el mismo que el causado por la heroína. Tampoco es 
comparable aquel producido por la hoja de coca frente al asociado 
con sus derivados concentrados como el clorhidrato de coca, y estas 
diferencias deberían reflejarse en las medidas establecidas para su 
fiscalización. Por consiguiente, no debería restringirse la posibilidad 
de experimentar con la regulación legal del mercado de la mariguana 
con base en la Convención Marco sobre el Control del Tabaco de la 
Organización Mundial de la Salud –oms–, dentro del marco de cam-
pañas innovadoras de información y prevención que puedan ser com-
prendidas y aceptadas, en particular por la juventud, que es el mayor 
contingente de usuarios. 

La mayor parte de las campañas de prevención que hoy se desarro-
llan en el mundo dejan mucho que desear en cuanto a su efectividad 
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para cumplir con el propósito de alertar a la población en general y 
a los consumidores en particular sobre los costos de violencia y co-
rrupción asociados al tráfico de drogas, respecto del hecho de que las 
drogas afectan negativamente la autonomía de las personas, y sobre 
la responsabilidad que le cabe a cada uno frente a estos problemas. 
Testimonios vivenciales por parte de quienes han padecido en la 
práctica estos riesgos pueden tener mayor poder de convencimiento 
que la amenaza de represión o la exhortación virtuosa a no consumir. 
Los cambios en la sociedad y la cultura que llevaron a reducciones 
impresionantes en el consumo de tabaco demuestran la eficiencia de 
campañas de información y prevención basadas en lenguaje claro y 
argumentos consistentes con la experiencia de las personas a que se 
destinan.

La validez de las estrategias de reducción de daño, que han sido 
avaladas por agencias del Sistema de las Naciones Unidas como la 
oms, el programa Conjunto de las Naciones Unidas contra el vih/sida 
–onusida– y el programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
–pnud–, como medio para contener la epidemia de vih/sida frente a la 
cual la comunidad de toxicómanos resulta especialmente vulnerable, 
es otro elemento básico para una política equilibrada de fiscalización 
de las drogas. Los programas de intercambio de jeringas y las salas 
de consumo no son para fomentar el hábito entre personas drogode-
pendientes, como lo suelen sugerir sus opositores. Son medios para 
garantizar el respeto y protección de los derechos sociales, económi-
cos y culturales así como la salud de las poblaciones afectadas por los 
mercados ilícitos de drogas, entre ellas, cultivadores expendedores de 
subsistencia y consumidores.

La sanción penal de los cultivadores no tiene sentido dentro una 
lógica económica ni tampoco desde el punto de vista social: el costo 
de las hojas de coca necesarias para producir un kilo de cocaína es 
del orden de 300 dólares, mientras el valor al por mayor del kilo de 
cocaína en la las calles de un mercado final es del orden de 150.000 
dólares, cocaína que cortada a 2/3 de pureza se vende a 100 dóla-
res el gramo. ¿hay manera de encarecer el precio final de la cocaína 
en mercados finales atacando y criminalizando a los cultivadores en 
los países de origen, cuando su materia prima apenas alcanza a re-
presentar el 0,002% del precio final? (reuter, 2001, pp. 15 a 23). 
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Suponiendo que mediante medidas de control de la oferta, como la 
aspersión aérea, el encarcelamiento o el desplazamiento forzado de 
los hogares que derivan su ingreso principal del cultivo ilícito, se logre 
incrementar a 600 dólares el precio de las hojas necesarias para pro-
ducir un kilo de cocaína, ¿el logro de este efecto económico justifica 
los daños sociales, económicos y ambientales causados a poblaciones 
vulnerables en regiones marginales? el tratamiento que requieren las 
familias de cultivadores no es el criminal, sino la atención por medio 
programas de desarrollo social y de fuentes de trabajo alternativo, de 
educación democrática y de búsqueda de soluciones en un contexto 
participativo, seriamente financiados y que contemplen las realidades 
locales en términos de productos viables y con acceso a los mercados 
en condiciones competitivas.

La situación de los expendedores de subsistencia y los consumido-
res a quienes se les aplican sanciones penales es similar: éstas contri-
buyen poco o nada a reducir el problema de la distribución y consumo 
de drogas, pero sí acarrean un enorme costo social y económico para 
ellos y sus hogares, por la vía de la extorsión y la violencia que se les 
dispensa por parte de las autoridades encargadas de la fiscalización. 
Por ello, resulta prioritario fijar reglas claras y coherentes de propor-
cionalidad de los tratamientos previstos para evitar daños innecesa-
rios y promover la protección de sus derechos humanos, con base en 
el seguimiento y valoración sistemática del impacto sobre los dere-
chos humanos de estas poblaciones, causado por los programas de 
fiscalización de drogas que las afectan. Un elemento clave para avan-
zar en esta dirección es diseñar mecanismos de inclusión que faciliten 
el aporte de estas poblaciones en la formulación de las políticas de 
fiscalización de drogas en el futuro. 

Las consideraciones anteriores ponen en evidencia la necesidad 
de superar el statu quo impuesto por las convenciones de drogas vi-
gentes, que durante los últimos 20 años han resultado inmodificables. 
Los mecanismos previstos para la reforma de la Convención Única no 
son favorables al cambio. Establecen que cualquier enmienda de este 
tratado internacional requiere la notificación de las partes proponen-
tes al Secretario General de la onu, con base en un proyecto de en-
mienda acompañado de su correspondiente motivación. El Secretario 
General deberá poner en conocimiento de la enmienda propuesta y 
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las razones para ésta a las partes y al Consejo Económico y Social. 
Este último tiene la facultad de elegir entre llamar a una conferencia 
para considerar la enmienda, o preguntar a las partes si aceptan la 
enmienda. Si ninguna de las partes rechaza el proyecto de enmienda 
en los 18 meses siguientes a su puesta en circulación por el Consejo, 
la enmienda entra en vigor. Si una o más partes rechazan la enmienda 
y presentan sus comentarios dentro de los 18 meses, el Consejo con-
sidera si organiza o no una conferencia para sopesar la enmienda. El 
Consejo también está facultado por la Carta de las Naciones Unidas a 
negarse a tomar una decisión sobre la propuesta de enmienda.

Tal procedimiento hace altamente improbable que prosperen ini-
ciativas que pueda adelantar algún país en solitario frente a la pre-
sión de los gobiernos defensores del statu quo, con Estados Unidos a 
la cabeza. Las posibilidades de modificar el sistema actual dependen 
de la promoción e integración de coaliciones y alianzas políticas am-
plias en el seno del Sistema de las Naciones Unidas, en torno a una 
plataforma común para flexibilizar el régimen vigente con base en un 
núcleo de ideas afines. entre los puntos para una agenda preliminar 
de discusión con miras a avanzar en esa dirección, cabe incluir los 
siguientes:

– Alternativas para convertir a la onudd en un verdadero foro 
acerca de la efectividad del sistema internacional de fiscaliza-
ción de drogas vigente, que fomente el debate abierto y racional 
sobre la droga, al igual que sobre los resultados obtenidos me-
diante el abanico de políticas de flexibilización puesto en prác-
tica por diversos países en busca de mejores soluciones. Una de 
las principales limitaciones para ello radica en la enorme depen-
dencia de la onudd de donaciones de países, en detrimento de 
su capacidad de formular una estrategia política independiente 
frente a las agendas internacionales de los donantes.

– La definición de pautas y criterios generales para la realiza-
ción de evaluaciones independientes del actual sistema mun-
dial de control de drogas, y poner en la mesa recomendaciones 
para una política de drogas más eficaz, más justa y más huma-
na. Tanto la onudd como la jife deberían acoger los resultados 
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de dichas evaluaciones como insumos para ajustar un marco de 
interpretación más flexible y pragmático de las convenciones y 
contribuir al establecimiento de una política de fiscalización in-
ternacional de drogas más eficaz y humana. 

– Establecer dentro de la onudd una agenda explícita y visible 
para la protección de los derechos humanos en el contexto global 
del régimen de fiscalización de drogas, así como para el estable-
cimiento de un sistema de valoración del impacto sobre los dere-
chos humanos de los programas adelantados por la agencia.

– Equilibrar la programación de los recursos de la onudd desti-
nados para la lucha contra la droga frente a aquellos asignados 
para combatir organizaciones criminales y terroristas: a pesar 
de que estas últimas están creciendo a un ritmo mucho más rá-
pido que el de los mercados de drogas, el presupuesto destinado 
para combatirlas es apenas una fracción del que se ejecuta en la 
lucha contra las drogas.

La discusión de una agenda como ésta promete una base de acuer-
dos amplios para cimentar el sistema internacional de fiscalización 
de drogas sobre una política equilibrada entre la protección de la sa-
lud pública frente a los daños representados por la toxicomanía, y el 
control de los perjuicios sociales asociadas a las medidas represivas 
extremas que hoy afectan de manera desproporcionada a los grupos 
humanos en situación de mayor vulnerabilidad en todas las socieda-
des. La declaración reciente de la Comisión Latinoamericana sobre 
Drogas y Democracia traza un derrotero para que América Latina co-
bre la oportunidad de asumir el liderazgo en el foro internacional de 
este tema de enorme trascendencia para el desarrollo social y político 
de los pueblos latinoamericanos:

Simultáneamente, a nivel global, debemos avanzar en la articulación de 
una voz y visión de América Latina capaz de influir en el debate interna-
cional sobre drogas ilícitas, sobre todo en el marco de las Naciones Unidas 
y de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas. 
Esta participación activa de América Latina en el debate global marcaría 
la transición de región-problema a la de región-pionera en la implemen-
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tación de soluciones innovadoras para la cuestión de las drogas” (Latin 
American Commission on drugs and democracy, 2009, p. 16).

¿estarán los gobiernos de la región a la altura del desafío que les hace 
la Comisión?
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Anexo 1
estados Unidos: tasa de homicidios por 100.000 habitantes

1900-1995

Fuente: Miron, J. (1999). “Violence and the US prohibition of drugs and alcohol”, en American 
Law and Economics Review, 1, pp. 78 a 114. 

Nota: La prohibición constitucional del alcohol en estados Unidos estuvo en vigor entre 1920 
y 1933. de acuerdo con el autor, las medidas de cumplimiento de la ley en relación con la pro-
hibición de las drogas en Estados Unidos tuvieron su período de aplicación más estricta en 
estados Unidos entre 1970 y 1990, a partir de la declaración de la “guerra contra las drogas” 
de la Administración Nixon.
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Anexo 2
Índice de evolución de la población carcelaria

en diversos países del mundo
1992-2007

Fuente: International Centre for prison Studies (2009). World prison brief, en:
[www.kcl.ac.uk/depsta/law/research/icps/worldbrief].

Población incluye reclusos sindicados y condenados. Cálculos y diseño de gráfico del autor.


